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SALA PRIMERA N2 de Registro: 2194/92
m&ﬁ%ﬂﬁmL Excmos. Sres.: ASUNTO: Amparo promovido por
ERNEH AT D. Miguel Rodriguez-Pifiero y MUTUA GENERAL DE SEGUROS
. Bravo—-Ferrer SOBRE: Sentencia de 1la Sec-
D. Fernando Garcia-Mén y cién Tercera de la Audiencia
Gonzélez-Regueral Provincial de La Corufia.
D. Carlos de la Vega Benayas ﬂ
D. Vicente Gimeno Sendra !
D. Rafael de Mendizébal Allende
D. Pedro Cruz Villalén

La Sala en la pieza separada de suspensidén del presente rej-
curso ha acordado dictar el siguiente

S

AUTO

I.- ANTECEDENTES

1. E1 dia 20 de agosto de 1992 tuvo entrada en el Registio
General de este Tribunal un escrito del Procurador de los Tri-
bunales don Carlos Jimenez Padrén, en nombre y representacidn
de LA MUTUA GENERAL DE SEGUROS, interponiendo recurso de ampayo
contra la Sentencia de 29 de junio de 1992 dictada por la Seqg-
cidén Tercera de la Audiencia Provincial de La Corufia,en graio

de apelacién.En la demanda se nos dice que el Juez de Instruc-
cién ne 2 de Ferrol, en el juicio de faltas 115/91, dictd Sen-
tencia en la cual impuso al condenado la obligacién de indemni-
zar a los perjudicados en una suma total de veintisiete millo-
nes doscientas cincuenta mil pesetas, declarando la responsabi-
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lidad civil directa de la compania aseguradora y aplicando a
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tales cantidades los intereses legales desde la fecha de la

" TRIBUNAL

:gwmgmeL primera sentencia de conformidad con el art. 921 de la Ley de
B.% G b )

Enjuiciamiento Civil, con declaracién de responsabilidad civil
- directa respecto de la Mutua General de Seguros. A su vez, la
Audiencia Provincial de La Corufia desestimé el recurso de ape-
lacién y confirmé los pronunciamientos de la Sentencia ante-
rior, estableciendo ademés que se aplicara el 20 por ciento sor
bre las cantidades fijadas en la resolucidén recurrida en virtyd
de lo establecido por la Diéposicién Adiccional Tercera de la
Ley Organica 3/89 de actualizacidén del C6digo Penal. '

La fundamentacién juridica pone el énfasis en la infracciéd
de los arts. 14 y 24.1 de la Constitucién, porque se coloca |e
asegurador en una posicién més gravosa en el proceso que
cualquier otra persona, como consecuencia de una norma que de¢he
aplicarse de forma simplemente objetiva y al margen de la con-
ducta de dicho asegurador, lo cual pugna con 1los principios
constitucionales invocados. Por ello, solicita que se otorgue
el amparo instado declarando la nulidad de la aplicabilidad| de
la Disposicién Adiccional Tercera referida a la indemnizacfién
fijada y que se suspenda la ejecucién de la Sentencia en cuanto
se refiere a la liquidacién de intereses.

2. La Secciédn acordd, en providencia de 28 de septieﬂbre
dltimo, admitir a trémite la demanda de amparo y abrir la pieza

separada de suspensién y por otra providencia de la misma fecha
dictada en ella, que se oyera a demandante y al Ministerio Fis-
cal por un plazo de tres dias acerca de la medida cautelar ins-
tada, de conformidad con lo previsto en el art. 356 de la LOTC.

3.E1 Ministerio Fiscal al evacuar el trémite reconoce que,

E en el terreno de las indemnizaciones, la doctrina del Tribunal
s Constitucional se ha venido inclinando a denegar la suspensio-
3 nes interesadas, pero ello no obstante entiende que en el pre-
g sente caso la ejecucidén de la Sentencia supondria que la compa-
% fifa aseguradora abonara el 20 por ciento de recargo, cantidades

que a la hora de otorgarse el amparo, en su caso, pordrian ser
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de dificil recuperacién. Por el contrario, las consecuencias,

" TRIBUNAL
CONSTITUCIONAL en caso de rechazarlo, la suspensién de la efectividad de la

e B

Sentencia impugnada solo produciria un retraso en el pago del
- citado recargo. Por todo ello estima procedente acceder a la
suspensidén, si bien con la garantia de una caucién suficiente.
A su vez, la sociedad demandante en escrito que tuvo entrada el
6 de octubre Ultimo, insiste en la suspensién de la efectividad
de la Sentencia objeto de este proceso, en cuanto se refiereﬂa
la liquidacién de intereses, por estimar que la ejecucién prp-
duciria en la préctica la imposibilidad de recuperar las canti-
dades abonadas en tal concepto, con indudable perjuicio para ia
aseguradora, que por otra parte ofrece el afianzamiento que él
Tribunal considere necesario. |

IT. FUNDAMENTOS JURIDICOS

l1.Aungue la Ley Orgénica de este Tribunal no lo diga asi,
explicitamente no parece discutible que la interposicién| del
recurso de amparo, por su propia naturaleza intrinseca, no pbs-
ta a la vigencia,efectividad o ejecutoriedad de las dispositio-
nes generales, actos administrativos o de cualquier otra ingti-

tucién del Estado y sentencias, que son su objeto. Es una con-
secuencia de la presuncién de legitimidad que alcanza a todas
las actuaciones de los poderes plblicos y con mayor razdn si,
como es el caso, ostentan una auténtica legitimaciédn democréti-
ca. Esta presuncién inherente a la entera actividad publica
(legislativa, ejecutiva y judicial) estd presente y operante,
aunque implfcita, en la Constitucidén y a las veces explicita en

I el resto del ordenamiento juridico.

2 Ahora bien, como contrapeso de tal presuncién nuestro sis-
g tema de justicia constitucional configura la posibilidad de que
g este Tribunal suspenda la ejecucién del acto de los poderes pua-
(-

blicos por razén del cual se reclama el amparo. Desde una
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perspectiva procesal aparece como una medida cautelar, que cum-
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NSTITUCIONAL ple una funcién de equilibrio entre el poder y la libertad, co-
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necténdose directa e inmediatamente a la garantia de la efecti-
. vidad de la tutela judicial que consagra el art. 24 de nuestra
Constitucién. En efecto, el soporte de tal medida consiste en
el riesgo o la certeza de que la ejecucidédn ocasionara un per-
juicio que harfia perder al amparo su finalidad, segin dice el
art. 56 de nuestra Ley Orgénica, convirtiendo asi una eventual
sentencia favorable en una mera declaracién de buenos propdsi-

tos, desprovista de eficacia préctica. }

La suspensién preventiva del acto o disposiciédn objeto bel
proceso de amparo exige una delicada ponderacién de los in V%e—
éuya

ida
En
ilcar—

ses generales o los derechos fundamentales de terceros,
perturbacién grave o lesién actia como limite de la m
cautelar y el interés particular del demandante en ampar
tal aspecto es el potencial perjudicado quien ha de justi
lo . Por otra parte, el andlisis de la situacién ha de hacerse
sin prejuzgar la cuestidén principal, alin cuando sin perderla de

vista, con una mirada al soslayo.

2. La ponderacién de los intereses en Jjuego, ya en este
caso concreto, pone de manifiesto que existe un interés general
latente, intrinseco a la ejecutoriedad de toda sentencig defi-
nitiva y firme, como exigencia inmanente a la efectividagd de la

tutela judicial, cuya plenitud sé6lo asi se alcanza. Desde la
perspectiva de la sociedad demandante, su peticidén tiene un
contenido exclusivamente econémico y, por tanto, facilmente re-
parable en principio, salvo que la ejecucién inmediata pudiera
afectar a la estabilidad de la empresa, su capacidad productiva
o el nivel de empleo o lo exigiera, por inexistencia de liqui-
dez, la asuncién de una carga financiera insoportable. Nada de

1

esto se alega siquiera, para convencernos de que se demore la
liquidacién de los intereses legales de la indemnizacién desde

la fecha de la primera Sentencia y actualizados, a cuyo pago
condena la de apelacién a la compafiia aseguradora como respon-
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sable civil directa.
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Por todo lo expuesto, la Sala acuerda denegar la suspensién
" TRIBUNAL ] ) . . ) . . L.
cwmnwwML de la liquidacién de intereses de las indemnizaciones fijadas

por la sentencia del Juzgado de Primera Instancia e Instruc-
. cién numero dos de Ferrol de 24 de febrero de 1992, que deberé
llevarse a efecto de conformidad con lo establecido en la sen-
tencia de 29 de junio de 1992 de la Seccidédn Tercera de la Au-
diencia Provincial de La Corufia, con la obligacién por parte de
los perceptores de las cantidades resultantes de garantizar
suficientemente, a satisfaccién del Juez de Primera Instancia e
Instrucciédn numero dos de Ferrol, la devolucidn, en su caso del
exceso resultante.

Madrid, a veintiseis de octubre de mil novecientos noventa

y dos.
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